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[bookmark: _heading=h.30j0zll]Sentencia del Tribunal Electoral que declara: a) la inexistencia de las infracciones atribuidas a la entonces candidata Nora Ruvalcaba Gámez, consistentes en coacción y uso indebido de programas sociales, derivado del supuesto ofrecimiento a la ciudadanía de recibir dinero y beneficios de programas públicos del gobierno Federal, a cambio de su voto en favor de la candidata denunciada y, b) la inexistencia de culpa in vigilando a Morena. 

Ello porque este órgano jurisdiccional advierte que, en atención a la prueba ofrecida por la parte denunciante -consistente en un audio obtenido a través la plataforma de mensajería instantánea de WhatsApp- no se logra acreditar que los participantes de la conversación involucrada hubiesen consentido levantar el secreto de su comunicación, por tanto el medio de prueba resulta ilícito y debe ser excluido de cualquier valoración probatoria, al existir el riesgo de vulnerar lo previsto en el artículo 16 de la Constitución general, en cuanto al derecho fundamental de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 
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	Partido Acción Nacional y María Teresa Jiménez Esquivel.
Nora Ruvalcaba Gámez, candidata de Morena a la gubernatura del estado. 
Código Electoral del Estado de Aguascalientes.
Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.
Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Movimiento de Regeneración Nacional. 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes. 
Partido Acción Nacional.
Procedimiento Electoral Local. 
Procedimiento Especial Sancionador.
Partido de la Revolución Democrática.
Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.
Suprema Corte de Justicia de la Nación.


I. Contexto del caso.[footnoteRef:2] [2:  Todas las fechas corresponden al 2022, salvo precisión en contrario.] 


1. PEL (2021-2022). El 7 de octubre de 2021, inició el proceso electoral local para renovar la gubernatura del estado de Aguascalientes.[footnoteRef:3] [3:  Precampaña: Del 2 de enero al 10 de febrero; Intercampaña: Del 11 de febrero al 2 de abril; Campaña: Del 3 de abril al 1 de junio; Veda Electoral: Tres días antes de la Jornada Electoral; Jornada Electoral: El 5 de junio.] 

2. Denuncia. El 4 de junio, el ciudadano Israel Ángel Ramírez, representante suplente del PAN ante el Consejo General, presentó una queja en contra de Nora Ruvalcaba Gámez, candidata de Morena a la gubernatura del estado, así como del referido instituto político, por el presunto indebido uso de recursos públicos y de programas sociales con fines electorales, derivado de un video obtenido vía WhatsApp, en el cual una persona describe una serie de acciones tendientes a coaccionar el voto en favor de la candidata denunciada a cambio de obtener una serie de beneficios. A su vez, exigió a la autoridad administrativa la adopción de medidas cautelares.
3. Radicación y admisión. Al día siguiente, el Secretario Ejecutivo radicó la denuncia y le asignó el número de expediente IEE/PES/096/2022, y el 13 del mismo mes, admitió a trámite la denuncia y, a su vez, fijó fecha para la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos.
4. Valoración de medidas cautelares. En igual fecha, el Secretario Ejecutivo determinó no proponer la adopción de medidas cautelares a la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Local, ello, al considerar que en atención a su naturaleza, estas no pueden recaer sobre hechos futuros de realización incierta.
5. Audiencia de alegatos y remisión del expediente. El 17 de junio, la Secretaría Ejecutiva celebró la audiencia de pruebas y alegatos, y posteriormente, rindió el informe circunstanciado. Al día siguiente, remitió el expediente a este Tribunal. 
6. Turno, radicación y formulación del proyecto de resolución TEEA-PES-068/2022. El mismo día, la Magistrada Presidenta ordenó el registro del asunto con el número de expediente TEEA-PES-068/2022 y lo turnó a la Ponencia de la Magistrada Laura Hortensia Llamas Hernández, quien en su oportunidad lo radicó, y al no existir algún trámite pendiente, ordenó la formulación del proyecto.[footnoteRef:4] [4:  Tal como se prevé en el artículo 274, fracción IV, del Código Electoral.] 

II. Competencia. Este Tribunal es competente para resolver el presente procedimiento especial sancionador, porque se relaciona con la posible vulneración a los artículos 7, párrafo segundo, 248, fracción V, y 268, fracción I, del Código Electoral, derivado de un video obtenido vía WhatsApp, en el que una persona supuestamente describe acciones tendientes a coaccionar el voto del electorado en favor de la entonces candidata Nora Ruvalcaba Gámez, a cambio de recibir dinero y beneficiarse de programas sociales del Ejecutivo Federal. Lo anterior, de conformidad con los artículos 252, fracción II, 274 y 275 del Código Electoral.

III. Personería. La autoridad instructora tuvo por acreditada la personería del denunciante y las partes denunciadas, respectivamente.

IV. Causales de improcedencia. La ciudadana Nora Ruvalcaba Gámez y el partido Morena, en sus escritos de contestación, refieren que la denuncia presentada en su contra es frívola y oscura, ya que no se ofrecieron los elementos de prueba suficientes que permitan acreditar los hechos denunciados.

El artículo 270, fracción V, del Código Electoral[footnoteRef:5] establece que la denuncia se desechará de plano, cuando sea evidentemente frívola. Esta causal se actualiza cuando de la denuncia se advierta que las pretensiones de la parte quejosa no podrían lograrse jurídicamente, por no estar al alcance del derecho o bien, que no existan pruebas que sirvan para acreditar la infracción. [5:  Artículo 270.- La denuncia deberá ser presentada ante la Secretaría Ejecutiva, para que ésta la examine junto con las pruebas aportadas. La denuncia será desechada de plano por la Secretaría Ejecutiva, sin prevención alguna, cuando: […]
II. Los hechos denunciados no constituyan una violación en materia de propaganda político-electivo;
III. El denunciante no aporte ni ofrezca prueba alguna de sus dichos; […]
V. La denuncia sea evidentemente frívola. […]
] 

Al respecto, este Tribunal considera que del escrito de la denuncia y de las constancias del expediente, se advierte que el denunciante señaló los hechos y las infracciones que, a su criterio se acreditan, además de que ofreció las pruebas que estimó pertinente, por tanto, no es posible actualizar tal causal de improcedencia, pues el quejoso ofreció las probanzas que consideró necesarias para la acreditación de los hechos cuestionados. Por tanto, la posible actualización de la infracción, en todo caso, es materia de análisis en el estudio de fondo de la presente resolución.

V. Estudio de fondo

1. Hechos denunciados 

1.1. [bookmark: _heading=h.1fob9te]En contra de Nora Ruvalcaba Gámez. El PAN refiere que la denunciada usó de manera indebida recursos públicos y programas sociales, porque derivado de un video obtenido vía WhatsApp, se advierte que una persona describe una serie de acciones encaminadas a coaccionar el voto de la ciudadanía en favor de la candidata denunciada, a cambio de recibir dinero y beneficiarse de programas sociales coordinados por el Ejecutivo Federal.  

El audio del video denunciado, esencialmente, es el siguiente: 

“Ustedes van a agarrar el dinero y ustedes saben a quién se los van a entregar” […]
“tú traes puros viejitos, a esos los tienes que sacar a votar como quiera, ellos tienen que ir a votar porque a ellos se les está dando el apoyo […] tú diles que, si no van y votan, se les va a quitar el apoyo” […]
“hay que sacar también a los muchachos que acaban de cumplir los dieciocho años, porque todos esos son los que ya se les dio la beca Benito Juárez, a ellos se les dio el apoyo”.

1.2. En contra de Morena. El quejoso refiere que el instituto político postulante, incumplió su deber de cuidar que la candidata no incumpliera la normativa electoral.

2. Defensa. La candidata y el partido político como partes denunciadas, manifestaron lo siguiente: 
· Afirman que desconocen los hechos denunciados y, por tanto, se deslindan de las manifestaciones realizadas en el video exhibido por el PAN. 
· Estiman que, a partir del material audiovisual, no es posible acreditar la identidad de las personas que realizan las manifestaciones cuestionadas y, en consecuencia, determinar si se trata de servidores públicos o militantes de Morena.
· Afirman que del análisis probatorio, no se acredita que se hayan realizado las acciones tendientes a condicionar y/o coaccionar el voto de la ciudadanía o bien, la forma en que se utilizó de forma indebida los recursos públicos y los programas sociales. 
· Consideran que no es posible acreditar la infracción, porque el denunciante sólo ofreció como medio de prueba el video en cuestión, el cual resulta insuficiente para generar la veracidad de los hechos denunciados.

3. Descripción de los medios de prueba. Como se advierte, de la audiencia de pruebas y alegatos, a las partes les fueron admitidas y desahogadas las siguientes probanzas: 

3.1. Pruebas aportadas por el instituto político denunciante: 

	#
	Prueba
	Consistente en

	1
	Documental pública
	Oficialía Electoral IEE/OE/137/2022, consistente en la certificación del audio del vídeo de WhatsApp.

	2
	Prueba técnica
	Contenido del audio del video denunciado. 

	3
	Instrumental de actuaciones  
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	4
	Presuncional legal y humana
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.



3.2. Pruebas aportadas por la candidata y el partido político denunciados:

	#
	Prueba
	Consistente en

	1
	Instrumental de actuaciones  
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	2
	Presuncional legal y humana
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.



3.3. Valoración de pruebas. Las pruebas antes descritas, se valoran conforme al Código Electoral. [footnoteRef:6] [6:  - Prueba técnica:  De acuerdo con el artículo 256, tercer párrafo, del Código Electoral, las documentales privadas, técnicas, periciales, e instrumental de actuaciones, así como aquellas en las que un fedatario haga constar las declaraciones de alguna persona debidamente identificada, sólo harán prueba plena cuando a juicio del órgano competente para resolver, generen convicción sobre la veracidad de los hechos alegados, al concatenarse con los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí.
-  Documental pública: De conformidad con el artículo 256, segundo párrafo del Código Electoral; Las documentales públicas tendrán valor probatorio pleno, salvo prueba en contrario respecto de su autenticidad o de la veracidad de los hechos a que se refieran. 
- Presuncional e instrumental de actuaciones: En relación con las pruebas ofrecidas como presuncional e instrumental de actuaciones, vale decir que las que se actualicen pueden ser apreciadas por esta instancia, con independencia de que sean o no ofrecidas por las partes, conforme a lo dispuesto por el artículo 255, fracciones V y VI, del Código Electoral.
] 


VI. Análisis de fondo

· Planteamiento de la controversia. De conformidad con lo expuesto, este Tribunal considera que la controversia a definir consiste en determinar lo siguiente: 

i) ¿Si el ofrecimiento de un video obtenido a través de conversaciones privadas mediante el uso de la aplicación WhatsApp, se considera una prueba formalmente válida que, en su caso, pueda acreditar los hechos materia de la denuncia -coacción en el electorado derivado del uso indebido de recursos y programas sociales-?

Aparatado I. Decisión. 

Este Tribunal Electoral estima que debe declararse: a) la inexistencia de las infracciones atribuidas a la entonces candidata Nora Ruvalcaba Gámez, consistentes en coacción y uso indebido de programas sociales, derivado del supuesto ofrecimiento a la ciudadanía de recibir dinero y beneficios de programas públicos del gobierno Federal, a cambio de su voto en favor de la candidata denunciada y b) la inexistencia de culpa in vigilando a Morena. 
[bookmark: _heading=h.g0uyelrbl3ks]
[bookmark: _heading=h.fcp5wqfapxew]Ello porque este órgano jurisdiccional advierte que, en atención a la prueba ofrecida por la parte denunciante -consistente en un audio obtenido a través la plataforma de mensajería instantánea de WhatsApp- no se logra acreditar que los participantes de la conversación involucrada hubiesen consentido levantar el secreto de su comunicación, por tanto el medio de prueba resulta ilícito y debe ser excluido de cualquier valoración probatoria, al existir el riesgo de vulnerar lo previsto en el artículo 16 de la Constitución General, en cuanto al derecho fundamental de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

Aparatado II. Desarrollo y justificación de la decisión 

1. Marco normativo 

El artículo 16 de la Constitución general[footnoteRef:7] establece, entre otros temas, que las comunicaciones privadas son inviolables (excepto las que son aportadas de manera voluntaria por alguna de las personas que participaron en las mismas), por lo cual, en ningún caso, estas podrán tener valor probatorio, ya que se vulnera el deber de confidencialidad.  [7:  Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. [...]
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley. [...]] 


Por su parte, la Sala Superior ha sostenido que el texto constitucional reconoce el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, porque cualquier intervención que no cumpla los requisitos legales aplicable carece de valor probatorio, situación que en el ámbito electoral impide autorizar la intervención de tales comunicaciones.[footnoteRef:8] [8:  Jurisprudencia 10/2012, de rubro: “GRABACIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS. CARECE DE VALOR PROBATORIO EN MATERIA ELECTORAL”, visible en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 10, 2012, páginas 23 y 24.] 


Acorde con tal criterio, cualquier medio de prueba que se origine de la intervención de una comunicación privada, constituye una prueba ilícita que carece de valor probatorio en el contexto del proceso judicial en materia electoral. 

También, resulta conveniente tener presente el criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien consideró que la Constitución general no limita los medios a través de los cuales se puede producir la comunicación objeto de protección del derecho fundamental de inviolabilidad de las comunicaciones, ya que esta puede ser consultada por cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías. 

Esto se debe a que, en la actualidad, las comunicaciones se producen, entre otros medios, a través de redes sociales y sistemas de correo electrónico y mensajería, situación que ha aumentado las posibilidades de intercambio de datos, informaciones y mensajes se han multiplicado, dada la existencia de tantos programas y sistemas como la tecnología es capaz de ofrecer y, por tanto, también las maneras en que dichos contenidos pueden ser interpretados y conocidos por personas a quienes no se ha autorizado expresamente para ello. 

En consecuencia, todas las formas existentes de comunicación y las que sean fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

En lo que respecta a las conversaciones difundidas mediante la plataforma de mensajería instantánea como lo es WhatsApp, la Sala Superior ha sostenido que a pesar de que se tratan de comunicaciones privadas, procede la admisión de tales elementos de prueba y valorar su contenido, siempre y cuando estas hayan sido obtenidas en forma lícita. Dicho en otras palabras, cuando hayan sido ofrecidas por alguna de las personas participantes en las comunicaciones, puesto que, con ello, desvela la secrecía. 
2. Caso Concreto

El PAN, en el contexto del proceso electoral 2021-2022 en el que se renovó a la gubernatura de Aguascalientes, presentó una queja ante el Instituto Local en contra de Nora Ruvalcaba Gámez, en su calidad de candidata postulada por Morena, y del propio instituto político, al considerar que la candidata usó, de manera indebida, recursos y programas sociales, derivado de la supuesta coacción en el voto de la ciudadanía en favor de la denunciada, a cambio de recibir dinero y beneficiarse de programas sociales del Gobierno Federal. 

3. Valoración 

Este Tribunal Electoral considera que las infracciones denunciadas -coacción y uso indebido de programas sociales- son inexistentes, porque la parte denunciante sustentó su dicho en una prueba obtenida a través la plataforma de mensajería instantánea de WhatsApp, situación que implicó la necesidad para esta autoridad, de valorar si tal prueba fue aportada de forma lícita, es decir, que la parte denunciada hubiese participado en el contenido de tal conversación y, por tanto, hubiese ofrecido dicho medio probatorio de forma voluntaria, no obstante, del escrito de denuncia no se advierte que la parte quejosa hubiese demostrado tal situación, ya que se limita a señalar que el audio lo obtuvo de dicha aplicación, sin aportar mayores elementos para esclarecer tal situación. 

Esta postura se debe a que, tal como se adelantó, la parte denunciante pretende acreditar las irregularidades que denuncia a partir del ofrecimiento de un audio, en el que, a su dicho, demuestra la existencia de las infracciones comentadas, medio de prueba que refiere haber obtenido de una conversación surgida en la plataforma digital de WhatsApp, de la cual, no reconoció en su escrito de denuncia, formar parte de esta, por lo cual, es posible asumir que fue una persona tercera ajena al diálogo o interlocución en la que se emitieron. 

Por tales condiciones, esta autoridad jurisdiccional estima que la prueba obtenida se trata de una comunicación privada que no fue aportada de forma voluntaria por parte de alguna de las personas que, a dicho del denunciante, participaron en ella. 

Lo anterior es resultado de que la parte quejosa se limita señalar lo siguiente: “en fecha cuatro de junio, un día antes de la jornada electoral, durante la etapa de veda electoral, me entero a través de la red social de WhatsApp de la comisión de actos que son violatorios a los principios electorales, por coacción al voto, así como el uso de programas sociales con fines electorales, por parte del Partido MORENA, sus militantes y Nora Ruvalcaba Gámez [...]”. 

De la afirmación íntegra ya transcrita, es posible advertir que el denunciante señala expresamente en su escrito de denuncia que la prueba ofrecida -audio- fue resultado de un dato que él obtuvo, al referir que, a través de mensajería instantánea de WhatsApp, identificó las supuestas irregularidades, sin precisar en alguna parte de tal escrito que este hubiese participado en dicha conversación dentro del marco de tales comunicaciones y, por ello, que hubiese sido su voluntad levantar el secreto de las comunicaciones y compartir su contenido con las autoridades electorales a fin de que fueran utilizadas como medio probatorio en la instancia jurisdiccional. 

Por otra parte, de las constancias que existen en el expediente, este Tribunal Electoral advierte que no existe constancia alguna con la que se acredite que alguna de las personas que participaron en las conversaciones, fuera quien difundió su contenido o autorizado al denunciante su difusión a fin de que se haya usado en el presente procedimiento sancionador. 

En consecuencia, a criterio de este órgano jurisdiccional, los medios probatorios aportados no gozan de licitud, por lo cual ni siquiera tienen un valor probatorio indiciario, pues tal y como lo refirió la funcionaria de la oficialía electoral, solo reprodujo el contenido del CD, sin haber constatado mayores elementos. 

Por lo expuesto, este Tribunal Electoral estima que las infracciones son inexistentes, dado que, como se argumentó, las pruebas no resultan lícitas y, por tanto, deben ser excluidas de cualquier valoración probatoria, al existir el riesgo de vulnerar lo previsto en el artículo 16 de la Constitución general, en cuanto al derecho fundamental de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

VII. Resolutivos:

Primero. Se declara la inexistencia de los hechos denunciados atribuidos a la entonces candidata, Nora Ruvalcaba Gámez.

Segundo. Se declara la inexistencia de la infracción consistente en culpa in vigilando atribuida al partido político Morena.

Notifíquese. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistradas y el Magistrado en funciones que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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LLAMAS HERNÁNDEZ
	MAGISTRADO 
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